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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Pedro Saravia. 


MIEMBROS: Señores Representantes Gonzalo de Toro, Guzmán Pedreira, Jorge Pozzi Rubenson Silva y 
Richard Sander. 


INVITADOS: Por UNASEV, doctor Gerardo Barrios, Presidente y doctora Gladys Lencina. 


SEÑOR PRESIDENTE (Saravia).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Transporte, Comunicaciones y Obras Públicas tiene el agrado de recibir a la delegación de la 
Unidad Nacional de Seguridad Vial, integrada por el doctor Gerardo Barrios, Presidente y la doctora Gaby 
Lencina, Secretaria General. 


La Comisión está tratando un proyecto de ley sobre vehículos abandonados y sobre una serie de dificultades 
en la parte vial y de tránsito. Por eso, nos pareció oportuno y prudente invitarlos para conocer su opinión y 
para que nos ilustren un poco sobre este tema tan complicado que ha generado diferencias de criterio y de 
aplicación entre las Intendencias, porque, más allá de que existe una ley nacional, en algunos lugares se hizo 
valer la autonomía municipal y hay cosas que funcionan y otras que no. 


SEÑOR BARRIOS.- Agradezco a la Comisión por recibirnos. 


Nosotros creemos que esta también es una buena oportunidad para analizar el problema del tránsito en un 
marco general. Todos sabemos que es un problema que tiene múltiples factores. Además, en Uruguay este 
asunto estaba muy fraccionado y una de las metas de la Unidad Nacional de Seguridad Vial es lograr que en 
el país se pueda dar una respuesta bastante uniforme a este tema. Esto abarca infinidad de aspectos, no solo 


vinculados a los siniestros sino a sus consecuencias en cuanto a víctimas lesionados y fallecidos, y también 
todo lo que tiene que ver con la movilidad urbana, rural y en rutas nacionales. 


Hoy nos convoca un proyecto de ley que es uno de los componentes que mencioné. Parece mentira cómo a 
veces pequeñas cosas son capaces de entorpecer el desarrollo de una estrategia global y, a su vez también, 
cómo las pequeñas cosas son demostrativas de muchos de los aspectos que tenemos que cambiar en el corto 
plazo y que, en gran medida, si bien requieren discusión, no nos puede llevar años, porque este problema está 
planteado en el país desde hace mucho tiempo. Además, el problema se va a ir agravando cada vez más 
porque se está incrementando el parque automotor y existen más normas y leyes vinculadas al tránsito. A esto 
hay que agregar que, por suerte para la calidad de vida de los ciudadanos, la accesibilidad a los medios de 
transporte se ha incrementado y esto hace que los costos sean tan bajos que se van acumulando muchos 
vehículos en las Intendencias y en reparticiones del Ministerio del Interior, que tienen dificultad para poder 
seguir aplicando las leyes y las normas debido a la poca disponibilidad de espacio y de recursos. 


Por lo tanto, nos parece que este proyecto de ley puede solucionar un problema nacional que está planteado 
hace mucho tiempo. Creo que debemos quemar etapas y dar a este proyecto el mismo tratamiento que a otros 
que hemos presentado. Tenemos que ser suficientemente diligentes y entender que, aunque no parezca, la 
aprobación de un proyecto de ley de estas características también salva vidas, porque resolver esto rápida y 
profundamente va a permitir que los cuerpos inspectivos y agentes de tránsito sigan cumpliendo con la tarea 
imprescindible de control, fiscalización y aplicación de la ley. 


Por otra parte, quiero aclarar que no solo se trata de las Leyes N* 18.113 y N* 18.191, que se aprobaron en el 
año 2007. Hay que entender que esto es un proceso y que va a haber nuevas leyes hicimos un adelanto el 15 
de octubre para poder resolver estos temas. 


SEÑORA LENCINA.- Con relación al proyecto de ley, vamos a plantear algunas salvedades que, a 
nuestro entender, son mínimas. 


En el literal D) del artículo 1” se hace referencia a las situaciones que habilita la Ley N” 18.191. Esto tiene un 
fundamento que está establecido en el artículo 56 de esa ley. Como en la redacción de dicho artículo aparece 
una "y", nos parece que con una simple modificación se puede solucionar el asunto. Además, en los 
proyectos de ley que presentamos están planteadas algunas hipótesis de retiro de vehículos, por ejemplo en el 
caso de las picadas en la vía pública y en el caso de contribuir a la realización de picadas. Por lo tanto, como 
este asunto está ligado con el artículo 56 de la Ley_N* 18.191, nos daría mayores garantías un agregado que 
refiriera a la existencia de otras normas legales. O sea que hacemos esto pensando en la aprobación de los 
proyectos de ley que se han presentado, que están vinculados con la problemática a la que refiere el 

artículo 56 de la Ley_N* 18.191 


Sería muy extenso detallar la situación puntual, pero creo que es suficiente agregar otras normas legales 
porque no solo se trata de dicha ley sino de la posibilidad de que existan otras normas legales aprobadas y 
vigentes en nuestro ordenamiento jurídico. 


El artículo 3” dice: "Luego de transcurridos treinta días desde el traslado del vehículo al depósito y en caso de 
que no se presente nadie a retirarlo, el organismo actuante emplazará a su propietario [...]". ¿Propietario a 
criterio de quién? Por su parte, el artículo 7" dice: "[...] como propietarios en el Registro de Automotores 
correspondiente. [...]". Entonces, creo que sería bueno agregar en el artículo 3* "propietarios en el Registro de 
Automotores", es decir, usar la misma concepción que se utiliza en el artículo 7”. Además, esto nos da certeza 
jurídica porque, a nivel de las Intendencias, puede figurar un propietario que no es el mismo que aparece en 
el Registro de Automotores. Por lo tanto, si tomamos en cuenta el Registro, tenemos certezas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Registro de Automotores es el último documento oficial que representa la 
propiedad. En la Intendencia no puede figurar un propietario distinto al que está en el Registro; 
simplemente puede haber una libreta de circulación a nombre de otra persona. 


SEÑORA LENCINA.- De acuerdo. De cualquier manera, quedaría más claro si se agrega "Registro de 
Automotores", porque se establece el mismo concepto que se utiliza en el artículo 7” y eso nos da 
certeza jurídica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no entendí mal, para homologar el criterio del artículo 7” se propone el 
agregado al artículo 3". 


SEÑORA LENCINA.- Exactamente. 


Por otra parte, en el segundo inciso del artículo 3” dice: "Transcurridos treinta días desde la última 
publicación, sin que se haga efectivo el retiro del vehículo por quien acredite su propiedad y para el caso del 
literal A) del artículo 1” [...]". En este caso, proponemos eliminar la referencia al literal A) y que se mencione 
solo el artículo 1”. 


Todo lo demás nos parece bien. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solicito a la doctora Lencina que, si es posible, redacte los artículos con las 
modificaciones introducidas. 


SEÑORA LENCINA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR DE TORO.- El literal D) del artículo 1* establece: "En las situaciones que lo habilite la Ley 
N” 18.191, de 30 de octubre de 2007 y la normativa de tránsito de los Gobiernos Departamentales". 
Deberíamos agregar: "y otras normas legales". Esto está vinculado con el artículo 56 de la Ley 
N*_ 18.191. Quisiera saber si se ha presentado, para que conste en la versión taquigráfica, algún 
proyecto con respecto a diferentes situaciones, como por ejemplo las picadas. Me gustaría que se 
explicara un poco más. 


SEÑORA LENCINA.- El artículo 56 de la Ley_N” 18.191 dice: "Los vehículos que no cumplan lo 
dispuesto en la presente ley y no ofrezcan la debida seguridad en el tránsito [...]". Entonces, si hacemos 
una interpretación piedeletrista, con esta redacción se están pidiendo dos requisitos: por un lado, 
quienes no cumplan lo dispuesto en la presente ley que puede ser cualquier situación de circulación y, 
por otro, que no ofrezcan la debida seguridad en el tránsito. El concepto de la debida seguridad en el 
tránsito normalmente se asimila a condiciones técnicas, pero no a la una infracción. Esto genera un 
problema de interpretación y de control en la vía pública. Lo ideal sería que en lugar de la "y" hubiera 
una "o", pero este es otro tema. Nosotros planteamos la modificación de este artículo en uno de los 
proyectos de ley que presentamos. 


Sin perjuicio de eso, la referencia a otras normas legales que en su momento se puedan aprobar hace que se 
contemplen situaciones que van a pasar por el Parlamento para que se analice si amerita o no el retiro de 
vehículos. Una de estas situaciones se da si se constata un caso de competencia no autorizada en la vía 
pública. Esto está previsto en el proyecto de ley, pero no como una infracción con la real dimensión que tiene 
esa situación hoy en día, no solo por los involucrados sino por quienes organizan todo el proceso. 


Dentro del proyecto de ley están planteadas algunas situaciones graves que pueden derivar en un retiro de 
vehículos de la vía pública. Sin embargo, si dejamos la referencia a la Ley N” 18.191 se deberá demostrar que 
efectivamente no cumplen con la ley y que además no ofrecen la debida garantía. Seguramente el tema de las 
picadas sea una de las situaciones que estén incluidas en el artículo 56, pero tendríamos más garantías si le 
damos el alcance propuesto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me perdí un poco. 


Cuando se menciona que en el texto del artículo 56 de la Ley N” 18.191 en lugar de una "y" debería ir una 
"o" y se habla de situaciones que están previstas o que se van a prever pero que todavía no están claras, que 
permitirían el retiro del vehículo, se puso un ejemplo muy claro que tiene que ver con las picadas. Yo quiero 
hacer algunas preguntas para saber qué criterio se va a utilizar y cómo se debe interpretar la ley. 


Por ejemplo, quisiera saber cómo se interpreta un caso de exceso de velocidad de ochenta o noventa 
kilómetros por hora en lugares donde la máxima velocidad permitida es de setenta y cinco kilómetros por 
hora, porque se trata de una infracción. 


Por otro lado, también quisiera saber qué sucede en los casos de alcoholismo. Hasta ahora he visto que se 
detiene el vehículo. Si hay otra persona en condiciones de manejar reglamentariamente lo hace y, de lo 
contrario, el vehículo tiene que quedar ahí hasta que alguien lo vaya a buscar, pero no lo retiran. Mi 
preocupación es que, por dictar una norma, dejemos al propietario casi expuesto a no tener capacidad de 
defensa. Se da una situación bastante compleja porque hay momentos en que se sanciona al vehículo porque 
lo retiran, pero también se sanciona al conductor que es la persona hábil que hace que un vehículo esté fuera 
de la ley. 


SEÑORA LENCINA.- Se podría no realizar la modificación y dejar el proyecto como está. 


Por ejemplo, en el caso del alcohol se puede dar la situación puntual de un reincidente por tercera vez o 
alguna situación hipotética en la que el conductor no tenga un acompañante que pueda conducir el vehículo. 
No se va a dar en el caso de un exceso mínimo de velocidad porque eso es una infracción administrativa. 


Si no se modifica nada, rige la Ley N” 18.191 y las normas que aprueben los Gobiernos Departamentales. 
Llegado el caso de que se apruebe una ley posterior que amerite una situación de retiro de vehículos de la vía 
pública, no impediría el hecho de que esté vigente porque es posterior en el tiempo. 


Lo que estamos haciendo es simplemente decir que no solamente existe la Ley N? 18.191, sino que nos 
referimos al ordenamiento jurídico vigente. Si hilamos fino ni siquiera sería necesario ponerlo, pero vamos 
abriendo camino. 


La intención de los proyectos de ley no es retirar los vehículos. Estamos trabajando con relación al conductor 
y aprocesos de rehabilitación, con trabajos comunitarios. No tiene que ver con el vehículo, aunque sí se 
puede dar en alguna hipótesis como, por ejemplo, en las picadas. La UNASEV está proponiendo establecer 
en los proyectos la incautación de los vehículos en los casos de picadas. Esa discusión se dará 
oportunamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo quería preguntar cómo compatibilizamos un proyecto de ley que va en la 
línea de su nombre original "venta en subasta pública de determinados vehículos automotores"; 
después tendrá este u otro nombre referido a la problemática generada por vehículos que hoy están 
amontonados que no tiene una fácil resolución jurídica, con todo este otro planteo, que es mucho más 
global que a mí por lo menos me abre un poco la cabeza en cuanto a la facilidad que le tenemos que 
dar a determinadas instituciones para sacar de la vía pública elementos que están en infracción, y que 
antes tenemos que determinar la infracción. No me opongo al proyecto. Simplemente pedía la 
aclaración para tratar de comprender mejor cómo se va a integrar el proyecto con lo que ya hay 
establecido y con lo que ustedes están planificando para el futuro. 


SEÑOR DE TORO.- En el artículo 56 de la Ley _N” 18.191 se establece una serie de normativas, e 
inclusive hay reglamentaciones relacionadas con las posibilidades que tienen, ya sea las Intendencias, 
su cuerpo fiscalizador, el Ministerio de Transporte y Obras Públicas o todas las autoridades 
competentes para poder actuar frente a los vehículos. Por ejemplo, en el caso de un conductor que 
tomó alcohol, lo máximo que puede hacer la autoridad competente es retirarle el vehículo para que 
luego alguien se lo lleve, ya que esa persona no está en condiciones de manejar. Por exceso de velocidad 
se sanciona, pero la ley tampoco establece la posibilidad de retirar el vehículo en esos casos. Si eso 
fuera así debido a una norma posterior, podríamos asimilar lo relativo a velocidad con las picadas, si 
bien es una situación diferente. En los artículos 2” y 3” se establece que, configurada las causales y 
luego de transcurridos treinta días, si no se presenta nadie actúa la ley, y si se presenta no actúa. 


Asimismo, me preocupan las posibilidades que tendrían las Intendencias de trabajar sobre esta base. Quiero 
asegurarme de que no les generamos un problema aparentemente lo solucionamos para poder establecer los 
mecanismos para una subasta o un remate. Me gustaría saber si tenemos los mecanismos aceitados como para 
llevar a cabo esos dos procedimientos a nivel de todo el país. 


Quisiera que me dijeran sí UNASEV tiene pensado establecer un sistema que ayude a la posterior aplicación 
de la ley, porque en algunos casos vamos a generar chatarra y no queremos que eso sea una traba. En algún 


momento, en el Congreso de Intendentes se habló de la posibilidad de que a nivel nacional hubiera un 
sistema de chatarra. No sé si se ha pensado en eso o habrá que pensarlo. 


SEÑOR BARRIOS.- Creo que los mecanismos de subasta funcionan en todo el país y en otras áreas; lo 
que se debe hacer es coordinar. Hay distintos Ministerios que realizan subastas. Yo creo que las 
Intendencias deben articular los mecanismos de subasta con otras instituciones públicas. 


Lo relativo a la chatarra es un tema que debemos encarar, y creo que no tiene mayores dificultades. Ya 
existen empresas nacionales que realizan ese tipo de tareas. Habrá que ver de qué forma se lleva a cabo en 
todo el país. Como todavía este proyecto no estaba en discusión nosotros no habíamos encarado ese tema. Si 
el proyecto es aprobado, los mecanismos se van a aceitar rápidamente en los dos aspectos: tanto en las 
subastas que las Intendencias puedan hacer con otras instituciones públicas como lo que tiene que ver con la 
chatarra, estableciéndose un plan de trabajo a nivel nacional, con industria nacional. Por lo que sabemos 
existen dos o tres empresas que hacen la compresión. Creo que eso se puede ajustar teniendo reuniones con 
las empresas a medida que este proyecto avance. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que ese aspecto lo va a manejar perfectamente la actividad privada. Ya 
hoy se encargan del concentrado, las fundiciones y el trefilado. Hemos visto cómo funciona cuando se 
realiza el descarte de las armas. Los Ministerios del Interior y de Defensa Nacional han mostrado por 
televisión cómo se funden y se trefilan. Por lo tanto, no creo que eso signifique un problema. 


Desde mi punto de vista, lo más interesante que debería tener este proyecto es que más allá de que involucra 
a otras instituciones además de las Intendencias, sin dejar de lado la normativa general que ya existe y dando 
las máximas garantías que nos obliga la Constitución, agilite el procedimiento de subasta en estos casos 
particulares, que no necesariamente tienen que salir de esta órbita. Se trata de procedimientos que a veces son 
administrativos o judiciales y en algunos casos se trancan o demoran. Se trata de que a las Intendencias, que 
son las que tienen menos facilidad ya sea por costumbre o porque orgánicamente no están preparadas, salvo 
Montevideo que siempre ha ido adelante se les acorte los plazos. Así se lograría el cumplimiento del objetivo 
final, es decir, facilitar el retiro de circulación de todo lo que sea una obstrucción. Me parece que si nosotros 
preservamos la defensa legal que debe tener cualquier ciudadano de acuerdo con la Constitución, pero 
acortamos los plazos, facilitamos el procedimiento sin modificar la normativa global. Teníamos claro que 
debíamos ser cuidadosos, porque si nosotros que no somos especialistas toqueteamos demasiado podemos 
cometer errores. 


SEÑOR SILVA.- ¿Se planteaba incluir otras normas en el literal D) porque con lo que está previsto 
pueden ampararse para que no les retiren el vehículo? 


SEÑORA LENCINA.- No. Se hizo pensando en situaciones que hoy no están contempladas o reguladas 
adecuadamente. Si se establece sirve para ampliar y generar la certeza jurídica necesaria. Es para 
aclarar. 


SEÑOR BARRIOS.- Debemos destacar que este proyecto de ley da garantías para el dueño del 
vehículo. Ese es un elemento que hay que jerarquizar. Aquí se tiene en cuenta el derecho que tiene el 
ciudadano cuyo vehículo fue decomisado o va a remate. Se da la garantía a la persona de que cuenta 
con todos los plazos, tiempo y comunicaciones necesarios para recuperar su propiedad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ese fue un elemento que trabajamos mucho en Comisión, en primer lugar 
porque es un derecho constitucional y nosotros bajo ningún concepto podíamos cambiarlo, aunque 
quisiéramos. En segundo término, como dice el señor Barrios, el hecho de querer solucionar un 
problema lleva a que se focalice demasiado en él y se olvide que hay un entorno que debe regularse. El 
Estado en su conjunto tiene tanto derecho a actuar como el particular a defenderse. Por lo tanto, hay 
que respetar los plazos, los tiempos y las formas. 


Voy a reiterar las modificaciones para ver si quedaron claras. 


En el literal D) del artículo 1% simplemente se realizaría una ampliación de las normas, lo que no cambia nada 
porque es un principio general de derecho. 


En el artículo 3%, donde dice: "Luego de transcurridos treinta días desde el traslado del vehículo al depósito y 
en caso de que no se presente nadie a retirarlo, el organismo actuante emplazará a su propietario (...)", se 
agrega: "que figure en el registro de automotores correspondiente (....)". 


Luego, en el segundo inciso del artículo 3 donde dice: "(...) literal A) del artículo 1” (...)", retiramos 
"literal A)", y queda solamente: "del artículo 1*". 


SEÑOR SANDER.- Quiero agradecer la presencia de los invitados y pedir disculpas porque llegué 
tarde. Estaba en la Comisión de Hacienda representando al Partido Colorado, donde se estaba 
tratando lo referido al Banco de la República. 


Creemos que este proyecto es muy importante, sobre todo para quienes somos del interior y conocemos el 
problema que hoy tienen las Intendencias debido a los vehículos detenidos, sobre todo las motos. 


El registro al que se refieren, ¿es el de propiedad o el de las Intendencias? 


También tenemos un problema debido a que muchas veces las motos se venden innumerables veces, pero no 
se transfieren, y cuando citamos a alguien, fue su dueño hace veinte años. Esa es la situación en Rivera. La 
gente compra un vehículo barato y como la transferencia es cara no la realizan y dejan el vehículo a nombre 
de dueño anterior. Entonces, queda la deuda al propietario inicial o a quien tiene la libreta de propiedad de 
ese vehículo. Entonces, quería saber cuál es la solución para las motos ya que hoy tenemos un gran número y 
provocan la mayor cantidad de accidentes. Además, año a año crece en miles el número de motos en el 
interior, y todos los días protagonizan algún accidente. Ustedes lo sabrán mejor, pero en cerca del 90% de los 
accidentes hay motos involucradas. 


SEÑORA LENCINA.- Nos referimos al registro de automotores. 


SEÑOR DE TORO.- El registro de automotores muestra al último propietario. Más allá de que no se 
hayan hecho las diferentes transferencias, hay un propietario registrado. Si ese propietario no se 
presenta o lo hace diciendo que no es más propietario, se da la causal de abandono. Entonces, queda 
resuelto el tema. Por eso la redacción debe quedar definida en esos términos. 


SEÑOR SANDER.- ¿El problema no será que no todas las Intendencias tienen la misma normativa en 
cuanto a eso? 


SEÑOR DE TORO.- Lo que sucede es lo siguiente. Por ejemplo, el señor Diputado Sander me vende 
una moto. Yo no la registro, por lo que queda a nombre del Diputado Sander. Yo cometo un montón de 
infracciones, hago lo que quiero, la vendo, pero el propietario sigue siendo el Diputado Sander. Muchas 
veces la causal de abandono se da porque la deuda que se ha generado prácticamente es mayor que el 
valor del vehículo que es incautado por las Intendencias. Por eso se da la causal de abandono, y 
tenemos cerca de ocho mil motos entre todas las Intendencias. El valor de las infracciones es tal que no 
amerita que el propietario se presente a retirar el vehículo. Esa es la problemática que existe. 


SEÑOR SANDER.- En el caso de la Intendencia de Rivera, la deuda no se extingue sino que le queda al 
propietario original de la moto. Si no la cancela, tendrá que hacer una acción judicial para pedir una 
transferencia de oficio de ese vehículo, demostrando a través de la Justicia que pidió la incautación de 
la moto, etcétera. Tal vez la normativa vigente que tenemos hoy no es unánime, y deberíamos 
encontrar una solución a ese tema. Si todos tenemos la misma reglamentación es mucho más fácil 
aplicar la ley, porque también hay que tener en cuenta las excepciones y ahí es donde siempre 
quedamos embretados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La propiedad la tiene el que registra el título. La libreta o la propiedad 
municipal como se le dice en forma equivocada es el permiso de circulación; no equivale a la propiedad 
ni en una moto, ni en un auto, ni en un tanque de guerra, si hubiera que registrarlo. 


SEÑOR SANDER.- ¿Hay título para las motos? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, hay título para las motos y hay libreta de circulación. Esa es una norma 
nacional, y está asimilada por todas las Intendencias. Entonces, usted puede tener la libreta de 
circulación a nombre suyo y el vehículo ser del señor Diputado de Toro. Entonces, en última instancia 
el responsable es el propietario. 


SEÑOR SANDER.- Estoy de acuerdo con lo que dice el señor Presidente. El tema es que la gente no 
hace el registro porque probablemente sea más caro que el valor de la moto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas veces es por desidia. 
SEÑOR SANDER.- Disculpe mi ignorancia. Yo nunca vi que se registre un título de una moto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La costumbre hace que hoy la moto se venda sin papeles. Pero cuando hay un 
accidente, un reclamo o un problema, el propietario de la moto se arrepiente de no haber hecho la 
transferencia. No lo hace por desidia, pero tiene responsabilidad. Legalmente el responsable es el 
propietario en los temas civiles. Si usted viene manejando una moto que es mía y mata a una persona, 
la responsabilidad penal es suya, pero la responsabilidad civil, en última instancia, es mía, porque soy 
el propietario. Y si yo no hice lo que debía hacer, que es transferirle el vehículo, entonces estoy en 
infracción, pero ese no es el motivo de este proyecto. Tampoco podemos entrar en eso porque es parte 
de la responsabilidad que asume cualquier ciudadano capaz mayor de edad que compra o vende. El 
que vende sin papeles y el que compra sin papeles saben que no se debe hacer. Yo he visto motos con 
seis o siete transferencias. La primera, cuando se compró originalmente, esta a nombre del verdadero 
dueño, y todas las otras, no. Entonces, cuando hay un problema, este primero que la compró, que 
nunca hizo la transferencia, viene a la Intendencia a decir que no tiene nada que ver con el vehículo, 
que hace seis años que no lo tiene. Ese es un tema de responsabilidad personal. La Intendencia no tiene 
por qué solucionarle el problema. La omisión de sus derechos y deberes es personal. Y el que le compró 
lo que hace es abusar de la situación, sabiendo que no paga el título y no es responsable de las 
eventualidades futuras. Entonces, en este caso, como decía el señor Diputado de Toro, él que es 
propietario del vehículo ficticio del que estamos hablando va a ser el que va a pagar las consecuencias. 


SEÑOR SANDER.- Me quedó bien clara su explicación, pero, como dije, no conozco título de motos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hoy hay un problema con los títulos y la documentación de las motos, porque 
como se venden en cientos de miles de cuotas, normalmente la casa que las vende no da la 
documentación. Entonces, hay problemas hasta para empadronar. Algunas Intendencias están 
tomando medidas jurídicas para que se puedan empadronar, porque como se venden en cuotas, a 
quien compra no le dan la titularidad porque es la forma de que le sigan pagando. Pero eso impide que 
las puedan matricular; si lo hicieran, las tendrían que matricular a nombre de la empresa que la 
vende. Ese es uno de los problemas más graves de las Intendencias: cómo matricular las motos que se 
venden a tres años de plazo, a US$ 20 por mes. 


SEÑOR SILVA.- En la misma línea del señor Presidente, quiero decir que si muere el titular, a la hora 
del reparto ese vehículo pasa a formar parte de la herencia. En ese caso también se complica la 
situación de la persona que no hizo la transferencia. 


En Rivera se nos complica la situación porque hay muchos vehículos detenidos por infracción aduanera, pero 
esos no entran en este proyecto y tampoco los que están por contrabando. Quería dejarlo claro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La última vez que hablamos de este tema en la Comisión dijimos que no 
están incluidos en el proyecto los vehículos con infracciones aduaneras, ni los que están detenidos por 
deudas o embargos hay cantidad de cuotas impagas a los Bancos y se han retenido vehículos, sino los 
que están en la vía pública en infracción. 


Vamos a agregar en este proyecto lo que nos plantearon el doctor Barrios y la doctora Lencina respecto a 
elobalizar con otras normas, incorporando y armonizando el sistema. 


Reitero: no están incluidos en este proyecto los vehículos con infracciones aduaneras, los que están detenidos 
por ejecuciones comunes o crediticias, por embargos, etcétera. 


SEÑOR DE TORO.- Con respecto a los embargos, si llega a haber un vehículo que está embargado en 
depósito municipal, eso está previsto en el artículo 5”. Primero está el embargo, y luego el resto de las 
actuaciones. Ahí se protege la acción judicial de forma que no haya ningún choque de normativas. 


Hay una cuestión que es real: el propietario queda arrastrando deuda producto de no haber hecho la 
transferencia. En el artículo 6” tratamos de contemplar eso. Una vez que ese vehículo se subasta o se hace 
chatarra, se hacen todos los trámites y, con el saldo que queda, se limpia la deuda. Eso está previsto. Este es 
uno de los problemas centrales que hemos estado tratando de solucionar de la mejor forma. Ese es el espíritu. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que habíamos dejado claro en Comisión que en el caso de remate 
íbamos a respetar la prelación legal que hoy existe. En el artículo 6” se establece que con lo que se 
obtenga del remate se va a ir saldando hasta donde alcance, y que cuando no alcanza el último sapo se 
ahoga, pero también se extingue la deuda. Sería ridículo dejar una deuda pendiente por un vehículo 
abandonado, que no se va cobrar nunca más, simplemente para que en los activos de la Intendencia o 
del Ministerio que corresponda aparezca un crédito que no va a tener ninguna solución de futuro. 


SEÑORA LENCINA.- Efectivamente, el artículo 6” subsana la gran problemática que generan las 
situaciones de remate. Si no se realiza a nivel judicial, esperamos que se pueda sanear mediante el 
procedimiento previsto en el Código Civil. En realidad, el artículo 6” viene a ser la garantía legal del 
adquirente, no solo del que fue propietario. 


La problemática en las Intendencias es real y quienes estuvimos allí la vivimos continuamente. Á veces no se 
hace la transferencia porque no se encuentra al comprador, no por desidia del vendedor. Entonces, los 
propietarios hacen una comunicación a las Intendencias presentando la documentación, diciendo que en tal 
fecha vendieron el vehículo por si aparecen infracciones o algún siniestro de tránsito, pero jurídicamente no 
existe otra posibilidad que hacer la transferencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es como cuando se dice que usted tiene razón, pero su razón es poca. En 
definitiva, la comunicación no es nada más que una comunicación, ya que jurídicamente no tiene valor. 


SEÑORA LENCINA.- A los efectos administrativos, la comuna analiza la situación y con la 
documentación fehaciente pueden llegar a tomar una decisión, por ejemplo en una apelación de una 
multa, en el caso de un recurso presentado por una infracción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha sido muy clara su explicación y los conceptos vertidos. 


Seguramente, nos vamos a volver a reunir en otras oportunidades. 
Agradecemos su visita. 


(Se retira de Sala la delegación de la UNASEV) 


SEÑOR DE TORO.- Había quedado planteado el tema de las gremiales de transportistas. Una de ellas 
plantea la disminución del peso por eje y el peso total, y la otra agremiación hizo seis planteos 
diferentes. 


Me parece que lo primero que tenemos que hacer es convocar al Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
para que nos dé las explicaciones del caso. Además, sería bueno enviarles el material que tenemos. Creo que 
también deberíamos convocar a la Intergremial de Transporte Profesional de Carga para que tengan la 


oportunidad de emitir su opinión, en la medida en que tengo entendido que es la gremial que nuclea a la 
mayor cantidad de transportistas. 


Por otra parte, no sé cómo se puede resolver el problema con el Banco de Seguros del Estado. Hice algunas 
llamadas telefónicas y me interioricé sobre algunas cosas, pero no tengo completamente claro el asunto. El 
Banco de Seguros hace descuentos por flota, es decir que cuanta más cantidad de camiones hay, más 
descuento hace. Por ejemplo, la Intergremial de Transporte Profesional de Carga tiene diez mil camiones y la 
nueva agremiación tiene dos mil. Entonces, el Banco le hace más descuento al que tiene más cantidad de 
camiones. Esto es lo que me trataron de explicar, pero no sé si es así. 


SEÑOR SANDER.- Es probable que sea así. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la misma dirección que el señor Diputado de Toro, creo que es necesario 
que invitemos al señor Ministro de Transporte y Obras Públicas y que él designe a quien lo represente. 
Asimismo, le enviaremos todo el material y las versiones taquigráficas. 


Hay un problema planteado y, antes que nada, tenemos que saber cuál es la posición del Poder Ejecutivo. Si 
bien ayer nuestra tarea quedó bien definida, hasta ahora solo se trata de un diálogo porque no sabemos el 
criterio que va a seguir el Poder Ejecutivo. Los decretos y las resoluciones, de alguna manera, los 
conocemos, pero como la aplicación no es pareja y estricta y de pronto hay una resolución que establece 
determinadas cosas que se aplican o no, o se da un nuevo plazo, me parece que es imprescindible tener la 
posición oficial. 


Estoy totalmente de acuerdo con el señor Diputado de Toro en el sentido de que también hay que convocar a 
la Intergremial de Transporte Profesional de Carga. Además, una de las gremiales que vino ayer nos pidió que 
le hiciéramos el contacto para ser recibida en el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, pero no sé a qué 
nivel. Entonces, creo que deberíamos elevar la solicitud al señor Ministro para que disponga quién debe 
recibirla. Esto lo haremos simplemente por gentileza. 


En cuanto al Banco de Seguros del Estado, a mí me parece es una opinión muy personal que se trata de un 
asunto estrictamente privado, de relación de los grupos de empresas con ese Banco o con cualquiera de las 
empresas aseguradoras del país. Por lo tanto, me parece que no podemos intervenir en el tema de los 
porcentajes de rebaja porque no es nuestra tarea. Otra cosa sería si estuviéramos hablando de que no los 
quieren asegurar. Pero si, como dejaron entrever, se trata de evitar que haya una fuga de un lado hacia otro, 
no es un tema en el que tengamos que intervenir. De todos modos, me gustaría conocer la opinión de los 
demás integrantes de la Comisión. 


SEÑOR POZZI.- Coincido con todo lo que plantearon el señor Diputado de Toro y el señor Presidente 
en cuanto a citar al señor Ministro de Transporte y Obras Públicas y abrir las puertas para que una de 
las asociaciones que recibimos ayer pueda entablar contacto con el Ministerio. 


También coincido con lo que se manifestó en cuanto al seguro, porque es probable que se contrate por 
paquete. Hay muchas cosas que se compran en grupo, por ejemplo aceite, cubiertas y combustible porque al 
comprar masivamente se abarata el costo. Yo creo que no hay mala intención, pero no me parece que sea 
conveniente que nos metamos porque se trata de un tema de mercado. 


SEÑOR DE TORO.- Creo que antes que nada debemos citar al Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas y, luego, a la Intergremial de Transporte Profesional de Carga, no para aclarar la 
problemática de fondo sino para que quede constancia en la versión taquigráfica de su opinión. 


Lo primero que habíamos acordado tratar es el tema de la subasta de los autos y, luego, este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me comunica la señora Secretaria que para el tema de la subasta de los autos 
está pendiente la visita del Ministerio del Interior. Es lo único que nos queda. 


Paralelamente, podríamos avanzar con este nuevo tema que se nos planteó invitando al señor Ministro de 
Transporte y Obras Públicas. 


SEÑOR POZZI.- Propongo que se maneje la posibilidad de realizar las entrevistas en un solo día para 
avanzar en el tema. 


SEÑOR SILVA.- Me preocupa el hecho de que las Intendencias están elaborando los Presupuestos y 
este asunto incide directamente en ellos. Sé que el proyecto de ley no se va a aprobar este año, pero 
creo que podríamos agilizar la discusión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, citaremos al Ministro de Transporte y Obras Públicas por los dos 
temas y coordinaremos la entrevista con el Ministerio del Interior. 


SEÑOR DE TORO.- Quiero plantear algo que tengo pendiente desde hace tiempo. Me gustaría 
convocar al Directorio de AFE para saber qué opinión tiene con respecto al proyecto relacionado con 
los ferrocarriles. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Secretaría coordinará las fechas y las horas de las próximas sesiones. 


No habiendo más asuntos, se levanta la reunión. 


Tí maana dal nia da nánin a 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


